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PEREIRA - RISARALDA

SALA DE DECISIÓN LABORAL

MAGISTRADO PONENTE: FRANCISCO JAVIER TAMAYO TABARES
Pereira, marzo diecinueve de dos mil nueve. 

Acta número 0017 de marzo diecinueve de 2009. 

En la fecha, siendo las once y treinta de la mañana (11:30 a.m.), los Magistrados integrantes de la Sala de Decisión Laboral de este Tribunal, con asistencia de su Secretario, declaran abierta audiencia pública para resolver la apelación interpuesta por el apoderado de la parte demandante contra lo decidido en el auto dictado en la primera audiencia de trámite el día 24 de noviembre de 2008, proferido por el Juzgado Tercero Laboral del Circuito de la ciudad, en el proceso ordinario adelantado por GUSTAVO VARON LÓPEZ contra el INSTITUTO DE SEGUROS SOCIALES.

Previamente se discutió y aprobó el proyecto elaborado por el Magistrado Ponente, el cual corresponde al siguiente,

AUTO
Contando con asesoría judicial de abogado, inició el señor Varon López proceso ordinario contra el ISS, en el cual pretende el reconocimiento y pago de los incrementos pensionales por tener a cargo a su cónyuge y a su hija menor.
La demanda fue admitida, el traslado descorrido y encontrándose en curso la audiencia de que trata el artículo 77 del CPLSS, el portavoz judicial de quien demanda solicitó que se tuvieran como pruebas unas declaraciones extra procesales aportadas con la demanda, las cuales debían ser ratificadas para ser tenidas en cuenta al momento de proferir sentencia.
El Juez a-quo resolvió desfavorablemente la petición de los testimonios, considerando que tal audiencia no es la etapa procesal oportuna para solicitar la practica de pruebas, pues ello se hace al momento de presentar la demanda.

El apoderado de la parte actora apeló la decisión, señalando que dichas pruebas son conducentes y pertinentes para que en el momento procesal pertinente, se adopte la decisión que corresponda y, además, en esta audiencia, el Despacho tiene la posibilidad de decretar las pruebas que resulten pertinentes para llegar a la verdad. Finalmente alude al artículo 24 de la Ley 712 de 2001, para señalar que las referidas declaraciones extra juicio tienen validez.
El recurso fue concedido y las diligencias remitidas a esta Sala, donde se surtió el trámite de segunda instancia. En vista de que no existen circunstancias nulifiquen lo actuado, procede esta Sala a resolver lo pertinente, para lo cual se apoya en las siguientes, 
CONSIDERACIONES

Es procedente el recurso tal como lo dispone numeral 4° del artículo 5 del Código Procesal del Trabajo y de la Seguridad Social, en tanto el tema en discusión es de la órbita probatoria del proceso.

Liminarmente debe decirse, que los procesos están compuestos por una serie sucesiva de etapas, las que, a medida que se van agotando van precluyendo, sin que sea posible revivirlas.

Por ejemplo, el aspecto probatorio de un proceso, implica la petición, decreto, práctica y valoración de las pruebas, sin que sea posible invertir este orden y, además, una vez evacuada cada etapa, no es posible revivirla, en virtud de la preclusión, lo que simplemente se traduce en que, por ejemplo, una vez superada la etapa de solicitud probatoria, no es posible volver a pedirle al Juez el decreto de alguna prueba.

El artículo 77 del Estatuto Instrumental Laboral, establece en el parágrafo 1º el procedimiento que se debe seguir si fracasa la audiencia conciliatoria, estableciéndose que una vez se han resuelto las excepciones previas que se hayan propuesto y se ha saneado y fijado el litigio, la célula judicial instructora se constituirá en audiencia de trámite y decretará las pruebas que fueren conducentes y necesarias y dispondrá lo necesario para su práctica.

Si esta vista pública es el momento para decretar las pruebas, la solicitud debe haberse realizado con anterioridad, tal como lo contempla la Ley procesal, al establecer que tanto en la demanda –art. 25 ord. 9 CPLSS- como en su contestación –art. 31 ord. 5 ibidem- las partes deberán expresar con claridad los medios de prueba que desean hacer valer en el juicio.

Es entonces, a través de los escritos de introducción y respuesta, que se hace la solicitud de las pruebas, al igual que en la reforma y su contestación y demanda de reconvención y su refutación. El trámite posterior a la conciliación, en la audiencia del artículo 77 del Estatuto Procesal Laboral, es para el decreto de las pruebas pedidas por las partes y las que, en forma oficiosa, estima pertinentes el Juez –art. 54 ib-, quien es además el único que en posteriores etapas, puede decretar las pruebas que se estimen pertinentes para la clarificación de la decisión.

La Ley procesal también otorga la posibilidad de solicitar pruebas en el trámite de segunda instancia, conforme a lo establece el artículo 83, siempre que las mismas se hayan decretado y se hayan dejado de practicar en primer grado sin culpa de la parte interesada.
Además de las anteriores oportunidades, con el fin de garantizar el derecho de defensa y el debido proceso compendiados en la Constitución de 1991 –art. 29- y en aplicación analógica del artículo 399 del Código de Procedimiento Civil, estima la Judicatura que debe existir otra posibilidad para la solicitud de pruebas para la parte demandante, como lo es la generada con la proposición de excepciones de mérito que hace el demandado.

En efecto, el procedimiento laboral no contempla la posibilidad para el demandante de refutar los argumentos o desvirtuar los hechos que sustentan las excepciones de fondo que se proponen en la contestación de la demanda, quedando el actor desvalido frente a las mismas. Aunque valga acotar que, en la práctica judicial, muchos despachos en la audiencia de que trata el artículo 77, corren traslado de las de las excepciones de fondo, aunque simplemente es para que el promotor del litigio contra argumente mas no se le entrega la posibilidad de pedir nuevas pruebas.

Entonces, estima coherente la Judicatura que, al correrse traslado de las excepciones de fondo a la parte actor, sea que se haga dentro de la audiencia de que trata el artículo 77 CPLSS o con anterioridad –que sería lo ideal, tal como lo establece el artículo 399 CPS-, se le brinde a quien demanda una nueva oportunidad de solicitar pruebas, ciñéndose eso sí al tema de las excepciones.

En el presente caso, al superarse la etapa de conciliación –fallidamente-, se corrió traslado a la parte demandante de las excepciones previas y de mérito que propuso el apoderado del ente demandado, consistentes estas últimas en la inexistencia de la obligación demandada, improcedencia de los intereses de mora y la prescripción. Respecto de ellas, el portavoz judicial de la parte demandante se pronunció y, concluida su intervención, procedió a  solicitar que se tuvieran como pruebas las declaraciones extraproceso allegadas con la demanda y su ratificación, que debería surtirse en el plenario –fl. 41-.

Encuentra esta Sala de decisión, que las pruebas solicitadas dentro de la audiencia preliminar del artículo 77 del C.P.L.S.S, por el togado que representa a la parte demandante, eran procedentes, puesto que contradecían directamente a la excepción de mérito “inexistencia de la obligación demandada”, amén que con ellas se buscaría demostrar la existencia del derecho a los incrementos mencionados, como lo refiere el apelante en su sustentación. 

Naturalmente, se arriba a tal conclusión despojado del rigor que en esta materia impone la obra procesal civil de aplicación analógica por autorización expresa del artículo 145 de la obra homóloga laboral y de la seguridad social, en primer lugar por cuanto no se cumpliría la formalidad impuesta por el artículo 299 de aquella obra, atinente a la solicitud elevada ante el Notario Tercero de este Círculo por el demandante Varón López, en la que se exprese bajo la gravedad del juramento, que se entiende prestado con la presentación del escrito, que tales declaraciones “están destinadas a servir de prueba sumaria en determinado asunto para el cual la ley autoriza esta clase de prueba, y solo tendrá valor para dicho fin”. 

En segundo lugar, se tiene que en virtud de la reforma introducida al Código de Procedimiento Civil por el decreto 2282 de 1989,  una ligera lectura a sus artículos 229, 298, 299 y 185, permite arribar a la conclusión de que quedaron proscritas las declaraciones con fines procesales recogidas fuera de éste, y con citación o sin citación de la parte contraria, salvo cuando militen en un proceso y se pretendan hacer valer en otro –mediante prueba trasladada art. 185 y 229-1o ibidem- , o que se trate de persona enferma – art. 298 y 229-2- o que reúna las condiciones del citado precepto 299 -art. 229-2º, al punto que es el mismo precepto 298 el que dispone que “el juez rechazará de plano la recepción de testimonios extraproceso para fines judiciales, cuando la solicitud no cumpla los requisitos exigidos en los inciso anteriores” y agrega: “Los testimonios que se reciban con violación de este artículo no podrán ser apreciados por el juez”. 

De ahí entonces, que desparecidas en el contexto del derecho procesal civil las declaraciones anticipadas con o sin citación de la parte contra quien se pretende hacer valer, con las excepciones dichas, desapareció también la ratificación de tales deponencias.

Ello se compagina y se justifica en aquella legislación procesal civil dentro de la cual se distingue aquellas pruebas que han observado las formalidades propias y plenas, como el derecho de contradicción, de aquellas otras, que introducidas al proceso no han sido sometida a la contradicción de la parte contraria, tal como acontece con la prueba sumaria, la cual tiene una limitada aplicación y es por ello que el artículo 299, se refiere a dicha limitación cuando exige la aseveración de que estas: “están destinadas a servir de prueba sumaria en determinado asunto para el cual la ley autoriza esta clase de prueba, y solo tendrá valor para dicho fin” –subrayas fuera del texto.

Obviamente, que en la legislación procesal laboral no se encuentra enlistado ningún proceso que admita tal prueba sumaria –salvo para los efectos indicados en el artículo 77, que no es el caso-, para que dentro de él se imponga su ratificación, lo que tampoco significa que anunciadas así en la demanda o en la contestación no puedan recepcionarse con todas las formalidades en el período probatorio –con lo que se quiere significar el término “ratificación”-. 

En otros términos, que no obstante no haberse catalogado su utilidad en materia laboral, como si la tiene en unos excepcionales casos en materia civil, la declaración anticipada y su ratificación no debe necesariamente que descartarse por no reunir los requisitos contemplados en la ley procesal civil, con tal de que se ratifique dentro del proceso, o lo que es lo mismo que se repita la declaración a fin de que se permita su contradicción en pro de aquellos sujetos que no estuvieron en el acto de su elaboración. 

Concluir de manera diferente, en materia tan sensible como la que trata el derecho social del trabajo – incrementos pensionales en este evento-, sería tanto como cercenarle a las partes el derecho a introducir y contradecir la prueba. Por lo tanto, la insistencia del actor en la audiencia del art. 77 C.P.L.S.S., la cual es tempestiva tal como se ha venido pregonando en este proveído, indica su verdadera voluntad de que se practique tales deponencias, frente a lo cual la administración de justicia no puede prestar oídos sordos a semejante clamor, que representa ni más ni menos, el ejercicio legítimo y constitucional del debido proceso, derecho de defensa y de contradicción, entre otros –art. 29 Superior-.

Ahora, bien si por el rigorismo asentado en el artículo 299 de los ritos civiles no se permitiera en esta actuación ratificar los testimonios vertidos con antelación en presencia del notario tercero de este circulo, no se podría negar, tampoco, el carácter declarativo de los documentos echado de menos –fls. 10 y 11-, los que en principio no requerirían ratificación a voces del art. 277-2 ejusdem, modificado por el art. 27 de la Ley 794 de 2003, sin embargo, es el propio proponente quien solicita la repetición de la declaración -o ratificación- ante el juez competente, razón de más, para declarar la procedencia de la recepción de tales deponencias.

En síntesis, en el presente caso, existen dos potísimas razones que llevan a colegir al Tribunal que la decisión del a-quo es equivocada: (i) que al momento de correrse traslado de las excepciones de fondo propuestas por el accionado, se le debe brindar también la oportunidad al actor de solicitar pruebas encaminadas a desvirtuar los hechos que las sustentan, tal como lo autoriza el artículo 399 del Estatuto Instrumental Civil, aplicable por analogía a la materia laboral, en concordancia con el artículo 29 de la Carta Constitucional y (ii) que al presentarse declaraciones anticipadas en la demanda laboral o en la contestación, su deber de ratificarse dentro del proceso se impone, máxime si aquellas se celebraron sin audiencia y citación de la parte contraria y es la propia parte interesada la que solicita dicha ratificación. 

Así las cosas, la decisión del Juez a-quo se revocará y en su lugar se dispondrá que, en la oportunidad debida dentro de la audiencia del artículo 77 del CPLSS, se ordene la ratificación de las declaraciones extraprocesales arrimadas con la demanda.

Sin costas en esta instancia.
A tono con lo discurrido, el Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, Sala de Decisión Laboral, 
RESUELVE
REVOCAR la providencia objeto de apelación y en su lugar se dispone que en la oportunidad debida dentro de la audiencia del artículo 77 del CPLSS, se ordene la ratificación de las declaraciones extraprocesales arrimadas con la demanda.
Costas en la instancia no se causaron.
Notificación surtida en estrados. Para constancia se suscribe esta acta.

Los Magistrados,

FRANCISCO JAVIER TAMAYO TABARES
ANA LUCÍA CAICEDO CALDERON                               HERNÁN MEJÍA URIBE
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